SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 019
                                                RADICACIÓN:   660013187002 2024 00162-01


ACCIONANTE: ANGIE LIZETH MANCILLA TRIANA 
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / REQUISITOS DE PROCEDENCIA / SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA 

SUBSIDIARIEDAD DE LA ACCIÓN – Deben agotarse los medios judiciales y administrativos ordinarios.

… Sobre este tópico, se reitera que, de conformidad con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que la acción constitucional es excepcional y no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, dieciocho (18) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta de Aprobación No. 169
Hora: 3:50 p.m.
Radicación: 66001318700220240016201

1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la accionante ANGIE LIZETH MANCILLA TRIANA, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela promovida contra la Fiscalía General de la Nación y el Instituto de Movilidad del mismo municipio.
2.- SOLICITUD 
Los hechos y pretensiones que plantea en el escrito de tutela la accionante, se concretaron por el despacho de primera instancia, así: 
“Refiere la accionante que el 05 de noviembre de 2021, presentó una denuncia ante la Fiscalía General de la Nación por falsedad personal (artículo 296 del Código Penal), ya que fue víctima del robo de sus documentos personales; desde entonces el caso no ha sido resuelto, pues apenas el ente fiscal realizó una prueba grafológica el 12 de noviembre de 2024, a pesar de que han pasado más de tres años desde que interpuso la denuncia, retraso que ha vulnerado su derecho al debido proceso y ha afectado su vida personal, laboral y académica.

Dice que mientras se adelanta el proceso, he solicitado en múltiples ocasiones que la Fiscalía emita un documento que le permita circular tranquilamente mientras se esclarecen los hechos, pero no ha recibido respuesta.

De otro lado, dice que el Instituto de Movilidad de Pereira mantiene una multa por 670,659 pesos a su nombre, derivada de los hechos relacionados con la falsedad personal, multa que ha generado intereses adicionales debido a la inacción de las autoridades competentes, a pesar de que la Fiscalía supuestamente ordenó la suspensión de dichos intereses. Multa que le impide tramitar la licencia de conducción, vender su motocicleta y continuar con sus actividades normales, como estudiar, trabajar y movilizarse, ya que la moto es su principal medio de transporte.

Además, que el Instituto de Movilidad ha incrementado el monto de la deuda con intereses, ignorando las órdenes emitidas por la Fiscalía, lo que constituye un perjuicio económico y una afectación emocional grave.” 

Como pretensiones, la accionante pidió el amparo de tutela a sus derechos fundamentales del debido proceso, trabajo, libre movilidad y dignidad humana; en consecuencia, se ordene a la Fiscalía resolver de manera inmediata y definitiva su denuncia por el delito falsedad personal y que, además, emita un documento oficial para que, mientras se esclarece el proceso judicial, se le permita movilizarse libremente. 

Así también, que se ordene al Instituto de Movilidad de Pereira retirar la multa -$670.659- e intereses generados a su nombre, así como las anotaciones que afecten su licencia de conducción, porque se relaciona con la falsedad que denunció. De igual manera, que dicha autoridad se abstenga de emitir nuevos comparendos en su contra hasta que se esclarezca su caso.

Finalmente, rogó para que se adopten medidas urgentes para garantizar sus derechos a trabajar, estudiar y movilizarse, incluido el uso de su motocicleta para emplearla como medio de transporte sin restricciones. 

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- El despacho de primer nivel, una vez admitió la tutela -diciembre 19 de 2024- dispuso correr traslado de esta a la Fiscalía Dos Local de Pereira, Fiscalía General de la Nación y al Instituto Municipal de Movilidad de Pereira.  
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 

3.2.1.- El Fiscal Dos Local de Pereira, mediante escrito de diciembre 20 de 2024, se opuso a las pretensiones de la accionante, toda vez que ese despacho no ha vulnerados los derechos fundamentales invocados. En el caso concreto, informó que se está adelantado lo pertinente en las labores de indagación correspondientes al radicado 660016000036202155861, a efectos de establecer el sujeto activo de la conducta, pues al encontrarse en la etapa querellable es necesario agotar la conciliación como requisito de procedibilidad; puntalmente, señaló que está a la espera de la respuesta de la investigadora a la orden a policía judicial emitida para ese fin en diciembre 18 de 2024.
Precisó que la institución afronta una problemática estructural por la falta de recurso humano, lo cual, aunado a la complejidad del caso, la alta carga de procesos activos -más de 900- y las demás funciones de apoyo asignadas, no permiten adelantar la investigación con la prontitud que espera la ciudadana. 

Agregó que la Fiscalía no tiene competencia para librar orden escrita para la libre movilización de la accionante, en los términos que se pretende, pues su misionalidad se limita a lo normado en el canon 250 Superior. 

Adjuntó copia del formato de denuncia en el que se narró por la denunciante los hechos de la presunta suplantación, ocurridos en agosto 24 de 2021, con el antecedente del hurto de documentos personales en julio 13 de 2021.
3.2.2.- El Director General del Instituto de Movilidad de Pereira, por su parte, solicitó que fueran despachadas desfavorablemente las pretensiones de la accionante, debido a que hasta la fecha no se ha establecido que la señora ANGIE MANCILLA haya sido suplantada, bien sea por falsedad personal o por falsedad en documento público. A pesar de que se conoce del proceso judicial ante la Fiscalía General de la Nación, ese instituto no puede dar por culminada la deuda sin la orden judicial en la que se confirme que existió tal suplantación, disposición necesaria para dejar sin efectos el proceso contravencional y el cobro coactivo. (Se adjuntó pantallazo del estado de cuenta a nombre de la accionante con referencia al comparendo generado en agosto 24 de 2021)
3.3.- Dentro del término constitucional, mediante sentencia de enero 03 de 2025, la juez de primera instancia negó el amparo de tutela deprecado por la señora ANGIE LIZETH MANCILLA TRIANA. 
Para llegar a la anterior determinación, la A-quo argumentó que la accionante contaba con otros medios judiciales para reclamar lo alegado, como es dentro del mismo proceso que se encuentra ante la Fiscalía 02 Local de Pereira, por lo que el amparo de tutela deviene improcedente, en tanto no se demostró la existencia de un perjuicio irremediable para utilizar esta acción como mecanismo transitorio, máxime cuando la investigación penal no había concluido y no hay certeza de que los documentos cuestionados por la accionante son en efecto fraudulentos.
Además, como lo refirió la Fiscalía, a ese ente no le corresponde emitir documentos que permitan a las personas movilizarse mientras se esclarece el proceso penal, ya que su función es investigar y procesar delitos, no emitir permisos de movilidad; sobre ese punto, ninguna limitación a su libre locomoción se evidenció en el trámite constitucional. En igual sentido, resulta inviable que el Instituto de Movilidad de Pereira deje sin efectos el proceso de cobro coactivo sin existir una orden judicial que confirme la falsedad de los documentos. La entidad fiscalizadora debe seguir sus procedimientos y no puede actuar sin una orden judicial.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión, la accionante ANGIE MANCILLA la impugnó y solicitó que se revoque el fallo de primera instancia para que, en su lugar, se conceda el amparo de tutela a los derechos invocados y se valore la suspensión del trámite administrativo de cobro de jurisdicción coactiva de carácter sancionatorio ante el Instituto de Movilidad, hasta tanto se resuelve de fondo la investigación penal que cursa en la Fiscalía 02 Local de Pereira, radicado 660016000036202155861. 

Al efecto, argumentó que la solicitud de amparo de tutela la realizó para evitar que se genere perjuicios que afectan su vida actual y su dignidad humana. Reiteró que presentó denuncia por la presunta falsedad personal de la que fue víctima, lo que comportó la existencia de sanciones de índole administrativo por parte del Instituto de Movilidad de Pereira -#6600100000003- en agosto 24/2021, por hechos que no existieron o en los que ella como afectada no intervino. 

La sentencia desconoció la solicitud para adoptar medidas urgentes para garantizar el derecho a trabajar, estudiar y el acceso a la movilidad. El análisis del juzgado está en contravía de la finalidad de la tutela como mecanismo de protección que se solicitó para evitar el daño y perjuicio.

En su sentir, la vulneración de los derechos fundamentales se establecer por la autoridad al emitir el acto administrativo arbitrario, con el que se ataca la esfera ordinaria de su proyecto de vida y limita sus derechos, persiguiéndola para obtener el pago de infracciones de tránsito con sanciones que no ha cometido, lo cual debe ser visto por el operador judicial mientras se resuelve de fondo el asunto penal.
Sus derechos no pueden quedar al arbitrio de términos procesales, bajo la argumentación que se debe agotar una investigación y obligarla a pagar lo no debido, en tanto que, para el momento en que se demuestre la veracidad de su reclamo, el perjuicio ya estará causado. En ese contexto el legislador brinda medidas provisionales y de protección para evitar el riesgo de violación de derechos fundamentales en el ejercicio de investigaciones penales.
El juez constitucional no valoró adecuadamente los hechos y la cadena de situaciones que afectan su vida, limitándola en sus derechos mientras se resuelve la denuncia penal, pues no puede acceder a la licencia de tránsito para movilizarse a su trabajo y estudio, ni puede disponer de los bienes automotores que hoy son su único patrimonio.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591/91.
5.1.- Problema jurídico planteado
Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales de la accionante; en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

De acuerdo con lo manifestado por la señora ANGIE MANCILLA, se tiene que su pretensión es que, a través de la acción de tutela, se anule el registro de una multa de tránsito que data de junio 24 de 2021 y, a su vez, se suspenda el proceso de cobro coactivo que adelanta el Instituto de Movilidad de Pereira, hasta que se defina la indagación preliminar por parte de la Fiscalía 02 Local de Pereira, conforme a la denuncia que presentó en noviembre 05 de 2021, por cuanto sostiene que fue suplantada en su identidad, pues fue víctima de un hurto en julio 13 de 2021 y allí perdió sus documentos personales. 
Como fundamento central, sostiene que la actividad de cobro de la autoridad municipal le afecta en su derecho a la libre movilidad, ya que no puede tener acceso a la licencia de tránsito para ir al trabajo y estudio, así como tampoco le es posible disponer del vehículo que posee por la limitación que comporta la deuda reportada por el no pago de dicha multa.
Al respecto, el juzgado de primera instancia consideró que la acción de tutela deviene improcedente al no cumplir el requisito de subsidiariedad, pues la pretensión que la accionante persigue -anulación de la multa y suspensión del cobro coactivo- debe ser atendida por el despacho Fiscal que conoce sobre la indagación, en tanto que la acción penal continúa en una etapa primigenia y no se ha establecido aún que los documentos cuestionados por la denunciante son o no fraudulentes. Además, no se observó que exista un perjuicio irremediable para la accionante, por lo que tampoco es viable utilizar la acción como mecanismo transitorio de protección. 

No obstante, la accionante impugnó el fallo al considerar que la Juez A-quo no valoró adecuadamente los hechos y, por el contrario, advera que su solicitud de amparo de tutela sí es procedente pues requiere medidas urgentes para garantizar sus derechos al trabajo, estudio y libre movilidad, los que ve afectados en su vida cotidiana por la limitaciones que implican la existencia de la multa y el proceso de cobro coactivo. Considera que sus derechos no pueden condicionarse a los términos del proceso ni mucho menos hay lugar a esperar los años que puede tardar en definirse el proceso judicial ordinario, pues se le obliga a pagar lo no debido y para cuando se finalice la acción penal ya se consumó el perjuicio a su vida y patrimonio. 

Así, para desatar el recurso de impugnación, el Tribunal procederá a realizar el examen de procedibilidad de la acción de tutela, atendiendo su origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales.
El artículo 86 C.P, en concordancia con lo previsto en los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto 2591/91, dispone los elementos que el operador jurídico debe observar con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, entendiendo que estos son: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.
En cuanto al primero y segundo de los requisitos la Corporación no hará ningún análisis, como quiera que los mismos fueron observados en primera instancia y sobre ellos no existe discusión; pero, para abordar el problema jurídico es necesario observar el requisito de subsidiariedad.
Sobre este tópico, se reitera que, de conformidad con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que la acción constitucional es excepcional y no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 

Acerca de este particular tema, la Corte Constitucional ha sostenido: 

“12. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”[32]. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos.
 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.

 
13. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad[33]:
 
(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y,
 
(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. ”
 
Se deduce de lo anterior que, si la parte afectada no ejerce las acciones legales pertinentes o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 

En el asunto en ciernes, es evidente que la finalidad de la accionante persigue la anulación de una multa de tránsito y la consecuente suspensión del proceso de cobro coactivo que adelante el Instituto de Movilidad de Pereira, con ocasión a la denuncia que está en conocimiento de la Fiscalía 02 Local de Pereira y por la que se surte el proceso de indagación preliminar; ello, porque la acción penal fue producto de la presunta suplantación de identidad de la accionante y por la que se generó el comparendo del cual ahora se le exige el pago de la multa.
Para la Sala no cabe duda que, conforme lo establece el artículo 250 de la Constitución Política, en concordancia con el canon 66 del C.P.P., la titularidad de la acción penal está en el fuero funcional de la Fiscalía General de la Nación, de manera que, frente a las actuaciones surtidas en la etapa de indagación, es a ese órgano estatal a quien le corresponde el control jurídico de las actividades surtidas, según lo prevé el artículo 200 del C.P.P., sin perjuicio de los controles previos y posteriores que por su naturaleza deban agotarse ante el juez de control de garantías, lo cual se constituye en la herramienta jurídica idónea para la accionante y que, para su definición, se aprecia necesaria la culminación de las actividades pertinentes para corroborar la existencia del hecho denunciado, conocer al presunto responsable de la ilicitud y, de considerarse pertinente, adoptar las medidas que haya a lugar para hacer cesar los efectos producidos por el delito y propender el restablecimiento de derechos quebrantados. 
Valga decirse que, como lo acreditó la accionante misma
, mediante oficio No. 275 de julio 24 de 2024, el delegado Fiscal a cargo del caso solicitó al Instituto de Movilidad de Pereira suspender el cobro por el comparendo que se involucró en la denuncia penal y ante la existencia de la investigación el presunto punible de Falsedad Personal, medida que es acorde con la realidad procesal discutida en este asunto.
A lo anterior se suma el hecho de que, como lo acotó la juez de primera instancia, en el presente caso no se avizora la concurrencia de un perjuicio irremediable para declarar la acción de tutela como mecanismo transitorio, ni mucho menos definitivo, el cual debe ser (i) cierto, (ii) inminente y (iii) urgente, a efectos de evitar la consumación del daño grave; al respecto, ninguna probanza hizo la parte interesada, sólo refirió la afectación a su cotidianidad porque su movilidad se ve limitada al no tener acceso a la licencia de tránsito para ir al trabajo y estudio, así como la limitación para disponer del vehículo que posee, situaciones que no solo carecen de respaldo probatorio, sino que son insuficientes para sustentar la inminencia de un daño grave a sus derechos fundamentales. 
En ese orden de ideas, se hace necesario concluir que la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para resolver de fondo lo aquí pretendido, pues se pretende validar mediante decisiones alternas la existencia de un delito respecto de hechos que están bajo indagación a instancias de la Fiscalía General de la Nación, en el marco de sus atribuciones supralegales para adelantar el ejercicio de la acción penal.

Por lo anterior, al considerarse que la sentencia proferida en enero 03 de 2025 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se encuentra ajustada a derecho, se le dará cabal confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida en enero 03 de 2025 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), por medio de la cual consideró improcedente la acción de tutela promovida por la señora ANGIE LIZETH MANCILLA TRIANA, en contra de la Fiscalía General de la Nación y el Instituto de Movilidad de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia T-375/18


� Información obrante el documento “04Anexos”-
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